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Plataforma de Información Policial

OIJ lanza ultimátum a entidades que niegan datos

· Acudirá a la Fiscalía si persisten trabas para acceso a bancos de datos

· Proyecto para presupuesto extraordinario no está en la Asamblea

Otto Vargas M. ovargas@nacion.com  

El director del Organismo de Investigación Judicial (OIJ), Jorge Rojas, enviará “un recordatorio” a las instituciones públicas que negaron acceso a sus bases de datos, antes de acudir al Ministerio Público para exigir el cumplimiento de la ley contra el crimen organizado.
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El Instituto Costarricense de Electricidad, el Tribunal Supremo de Elecciones y la Municipalidad de San José alegaron que la información de sus bancos de datos es de carácter privado, por lo que solo un juez podría ordenar la apertura.

Dicha ley, que entró a regir en julio del 2009, estipula que, “salvo en los casos que se requiera la orden de un juez, todos los registros, bases de datos, expedientes de los órganos y las entidades estatales, las instituciones autónomas y las corporaciones municipales podrán ser accedidos por la Plataforma de Información Policial sin necesidad de una orden judicial”.

Esa información es requerida para enfrentar a la mafia. “Las instituciones están obligadas a darnos información. Se lo vamos a reiterar e informaremos al Ministerio Público sobre aquellas que no tengan una justificación (para negar el acceso)”, señaló Rojas.

El jefe policial dijo no entender esa negativa, máxime que gran parte de la información requerida está en poder de compañías que venden el servicio a particulares. Distinción. El fiscal general, Francisco Dall’Anese, explicó que una cosa es el enlace y otra, el acceso a los datos. “Todo el mundo tiene que enlazarse. Lo que se requiere es que la Policía tenga la información de inmediato. Si se trata de una información íntima, privada, secreta o reservada, habrá que pedir la autorización de un juez”, puntualizó.

Para el jerarca del Ministerio Público, negar el acceso a las bases de datos es “seguirle riendo la actividad al crimen organizado”.

“En informaciones muy concretas, sí sería necesaria la orden de un juez, no cuando se busca una dirección o números telefónicos.

“Si ese fuera el caso, entonces la Policía tendría impedimento de preguntarle a cualquiera dónde vive, porque, entonces, solo un juez podría hacerlo. Eso no es así. De lo que se trata es de localizar direcciones de casas o de trabajos lo antes posible para poder reaccionar a tiempo”, puntualizó.

El Fiscal General dijo que el tema de la Plataforma de Información Policial fue analizado por los magistrados y quedó redactado de acuerdo con el criterio de la Sala III y del presidente de la Corte, Luis Paulino Mora. “Venir ahora a cuestionar si la ley se va a aplicar o no... hay que aplicarla y punto”, señaló. Fondos en ascuas. En noviembre del año pasado, el subdirector del OIJ, Francisco Segura, se reunió con el ministro de la Presidencia, Rodrigo Arias, en procura de fondos para crear la Plataforma.

Esa vez estimaron que eran necesarios ¢3.492 millones para comenzar. El 5 de abril, el OIJ envió al Ministerio de Hacienda un desglose del uso que se daría al dinero.

De allí el expediente debe pasar a la Asamblea Legislativa para su discusión. José Luis Valenciano, presidente de la Comisión de Asuntos Hacendarios, dijo ayer a La Nación que el proyecto de presupuesto extraordinario no ha llegado aún a la Asamblea.

“Ni siquiera ha sido convocado por el Poder Ejecutivo, que es el que tiene el mando de la agenda legislativa durante el período de sesiones extraordinarias, que termina el próximo 30 de abril”, comentó.

Rojas manifestó que es necesario invertir en sistemas de cómputo que puedan integrar las bases de datos de los diferentes cuerpos policiales, así como institucionales, a la Plataforma de Información Policial. Colaboró el periodista Esteban Mata. 

